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PRESENTACIÓN

			Desde que en 2013 viese la luz la primera edición de este libro, la legislación urbanística y medioambiental no ha parado de modificarse y actualizarse para tratar de adecuarse y solucionar los problemas propios de una sociedad tan compleja y tecnificada como la actual.

			Así las cosas, en esta cuarta edición de revisión y puesta al día de estos materiales docentes, en la estela de las ediciones de 2015 y 2018, no podemos soslayar la nueva norma de cabecera que vertebra la ordenación del territorio y el urbanismo en Andalucía: la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía (LISTA).

			En el sector del Derecho ambiental, por su parte, ha sido el amplio corpus normativo emanado para luchar contra el cambio climático el que ha ocupado el protagonismo principal en lo que a la actualización de contenidos para esta edición se refiere.

			En definitiva, actualización normativa y jurisprudencial de un libro que, como todos los de esta colección elaborados por los profesores del Departamento de Derecho administrativo de la Universidad de Granada, tienen una pretensión exclusivamente docente y de ayuda al alumno. No hay más interés detrás del esfuerzo que supone mantener actualizados unos contenidos año tras año que servir de brújula a los estudiantes y alumnos universitarios para iniciarse en dos de los sectores más complejos y técnicos de nuestro ordenamiento jurídico. Sólo son eso, una sencilla guía que ayude a conseguir alcanzar los conocimientos básicos e imprescindibles en materia de Derecho urbanístico y medioambiental.

			Estanislao Arana García

			Granada, 18 de julio de 2022

		

	
		
			LECCIÓN 1

			
EL DERECHO URBANÍSTICO. EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA PROPIEDAD DEL SUELO

			M.ª del Pilar Bensusan Martín

			Catedrática de Derecho Administrativo

			Universidad de Granada

			
I. PALABRAS CLAVE

			Urbanismo. Derecho Urbanístico. Ordenación del territorio. Régimen jurídico de la propiedad del suelo. Clasificación de suelo. Suelo rural. Suelo urbanizado. Suelo urbano. Suelo no urbanizable. Suelo urbanizable. Suelo rústico. Calificación del suelo. Contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo. Derechos y deberes de los propietarios del suelo.

			
II. OBJETIVOS

			a) Entender y diferenciar los conceptos de Urbanismo, Derecho Urbanístico y Ordenación del territorio. Conocer el ordenamiento jurídico-urbanístico español, ubicar las competencias en la materia y determinar la actual legislación vigente a nivel estatal y autonómico andaluz.

			b) Analizar las distintas clases de suelo. Comprender las situaciones básicas de suelo rural y suelo urbanizado. Entender y diferenciar el suelo urbano, el suelo no urbanizable y el suelo urbanizable. Distinguir entre clasificación y calificación del suelo.

			c) Determinar el contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo, esto es, los derechos y deberes de los propietarios del suelo, en el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana y en la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía.

			
III. CONTENIDO DOCENTE

			
1. EL DERECHO URBANÍSTICO


			A) Concepto de Urbanismo


			Desde el punto de vista etimológico la palabra Urbanismo proviene del latín urbs, urbis, que significaba ciudad. En consonancia con su significado etimológico, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española lo define como el «Conjunto de conocimientos relativos a la planificación, desarrollo, reforma y ampliación de los edificios y espacios de las ciudades».

			Es en el siglo xix cuando el Urbanismo pasa de concebirse como una corriente de pensamiento científico a convertirse en una auténtica técnica de ordenación de las ciudades que opera a su vez a través de diversas técnicas: mediante la técnica del Ensanche, encaminado a la apertura de las murallas que encorsetan el crecimiento urbano, técnica primeramente acogida por el Plan Castro para Madrid y por el Plan Cerdá para Barcelona, ambos de 1860; por medio de la reforma interior, orientada a la demolición de barrios antiguos y a su sustitución por nuevos viales y edificaciones de mejores calidades; a través del saneamiento de las poblaciones, dirigido a implantar servicios de abastecimientos de agua potable, operaciones higienistas, normas sobre alineación de calles, ventilación de viviendas, etc.; o, finalmente, de la zonificación (o zoning), técnica expuesta por primera vez en 1907 por el arquitecto alemán Joseph Stübben, consistente en atribuir determinados usos a áreas concretas de la ciudad. Como señalan García de Enterría y Parejo Alfonso, hasta la aparición de la zonificación los propietarios del suelo únicamente tenían el deber de respetar las alineaciones viarias establecidas en los Planes de Ensanche y Reforma Interior, y, a partir de la misma, se va a limitar radicalmente su hasta entonces libertad de ejercicio del ius aedificandi. Aparte de la zonificación, que será la técnica urbanística predominante, surgen otras de gran interés, como la ciudad lineal de Arturo Soria (1886), la ciudad jardín de Ebenezer Howard (1902), el regionalismo urbanístico de Lewis Mumford o el funcionalismo de Le Corbusier. No obstante, ya en el siglo xx, el planeamiento urbanístico terminará por convertirse en la técnica urbanística por excelencia.

			Actualmente el Urbanismo no sólo se concibe como una técnica encaminada a proyectar la ordenación y el desarrollo de las ciudades y de distribución de los espacios públicos y privados y de los usos o actividades que en ellos pueden desarrollarse, sino que además se conforma como una auténtica ciencia que debe procurar la creación y configuración de las ciudades en plena armonía con sus habitantes en el respeto al principio de desarrollo urbano sostenible.

			B) Concepto de Derecho urbanístico


			Obviamente, las mentadas técnicas tenían que acabar teniendo un contenido jurídico para poder ser impuestas, máxime a la vista de que las contradicciones entre la realidad urbana y social de la ciudad en creciente industrialización y su reflujo en la ordenación y estructuración del espacio urbano, procuraron a este espacio un valor económico hasta entonces desconocido.

			La evolución de las indicadas técnicas urbanísticas dio lugar al Derecho urbanístico actual, conformado por el conjunto de disposiciones que regulan el fenómeno urbanístico, por lo que el Derecho urbanístico supone la ordenación jurídica del urbanismo. Puede definirse, pues, como aquella rama del Derecho administrativo formada por el conjunto de normas jurídicas e instrumentos de planeamiento que regulan el urbanismo, la ordenación del territorio, el ejercicio del derecho de propiedad del suelo y disciplinan la actividad urbanizadora y edificatoria sobre el suelo. Además, racionaliza la preeminente acción pública sobre el territorio, así como también la privada, a efectos de procurar el respeto al principio de desarrollo sostenible.

			El Derecho urbanístico se entiende, pues, como función pública, toda vez que, tanto en sus fases de ordenación de la ciudad, como de ejecución de esa ordenación y de control de la legalidad urbanística, se concibe como una potestad de las Administraciones Públicas y no como una actividad exclusivamente privada y libre de la intervención de los poderes públicos.

			C) Urbanismo y Ordenación del territorio


			La Ordenación del territorio se concibe, sin embargo, de una manera más amplia que el Urbanismo, toda vez que se presenta como el cuadro general que enmarca y da coherencia a una serie de políticas específicas que se despliegan sobre el territorio, tales como el desarrollo económico, social, cultural, medio ambiental y, por supuesto, también el urbanístico. Se trata, por tanto, del conjunto de criterios, normas y programas que orientan y regulan todas las actuaciones y procesos de asentamiento sobre el territorio.

			La Ordenación del territorio se enmarca, pues, en un contexto integral, en el que debe aportar las grandes magnitudes de la estructura del territorio y procurar la coordinación de las distintas Administraciones Públicas que tienen potestades para actuar sobre el territorio a efectos de obtener un desarrollo equilibrado de las regiones o subregiones, y entraña la aplicación de unos instrumentos jurídicos de mayor magnitud que los urbanísticos, que presentan contenidos mucho más precisos, dado que el urbanismo se circunscribe a un ámbito mucho más reducido, principalmente a la ordenación local, por lo que comporta una planificación exclusivamente sectorial de la ordenación integral del territorio. Todo lo anterior no significa que el Derecho urbanístico no se encargue de la regulación jurídica de instrumentos de ordenación del territorio, lo cual lleva a cabo a través de la planificación regional o subregional.

			D) Evolución del Derecho urbanístico en España


			Como ya se ha adelantado, desde la revolución industrial del siglo xix, la ciudad medieval amurallada comienza a quedarse pequeña para las necesidades de una creciente población emigrada del campo a la ciudad en busca de mejores oportunidades, lo que hace patente que es indispensable disponer de mayor espacio para el acomodo físico de estos nuevos habitantes.

			La idea del ensanche de las poblaciones, bien derruyendo las murallas, bien construyendo extra muros, empieza pues a materializarse en esta época al hilo de las primeras normas urbanísticas. Merecen destacarse los Planes de Ensanche de Madrid (Plan Castro) y de Barcelona (Plan Cerdá), ambos de 1860, que consolidaron las reformas urbanísticas de los barrios de ensanche de ambas ciudades, dando lugar en Madrid a los barrios de Salamanca, Argüelles y Chamberí, y en Barcelona al barrio del Ensanche y a la Vía Layetana; la Ley de 29 de junio de 1864, dictada para propiciar esa edificación extra muros de la ciudad; la Ley de Ensanche de las Poblaciones de 22 de diciembre de 1876, normativa que se hizo común para todos los ensanches; la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 1879, que introdujo la idea de la reforma interior de las poblaciones; y la Ley de 18 de marzo de 1895 sobre Mejora, Saneamiento y Reforma o Ensanche interior de las grandes poblaciones, que añade a las anteriores la perspectiva del saneamiento de las poblaciones.

			No obstante, el gran hito legislativo en Derecho urbanístico español se produce con la promulgación de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 (LS56 en adelante), norma de excelente calidad técnica y que indudablemente se adelanta a su tiempo en comparación con las normas urbanísticas europeas de la época, fundamentalmente por la introducción de un nuevo estatuto jurídico para la propiedad del suelo, toda vez que convierte el hasta ahora absoluto derecho de propiedad en un derecho limitado por la legislación urbanística y el planeamiento; por la elaboración de la técnica del planeamiento; por la introducción de la distribución equitativa de beneficios y cargas entre los propietarios del suelo, a los que les encomienda preferentemente la ejecución del propio planeamiento; y por situar en manos de los poderes públicos la responsabilidad de toda la ordenación urbanística. Sin embargo, la perfección técnica de esta Ley, que pretendía conseguir ciudades humanas, fundamentada en el planeamiento urbanístico, fue la misma que la condujo hacia su propio fracaso, dado que, al ser tremendamente lenta la actividad planificadora de la Administración, la brecha entre la realidad física que demandaba una pronta ordenación urbanística y la escasez y lentitud con la que se aprobaban los planes de urbanismo se hizo cada vez más grande. Esta escasez de planes condujo evidentemente a una escasez de suelo para edificar —que sólo podía crearse mediante planes—, lo que produjo graves problemas de especulación. Otros problemas añadidos fueron los de la indisciplina urbanística, la rigidez excesiva que a veces mostraban los instrumentos de planeamiento o la dificultad para abordar los problemas de saneamiento y dotacionales en el suelo urbano consolidado por la edificación.

			En este contexto de alejamiento entre la legislación urbanística y la realidad práctica, se hizo necesaria una corrección de la admirada Ley de 1956, lo cual se llevó a cabo por la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (LS75 en adelante), que nació ya prácticamente obsoleta, toda vez que, entre su gestación (desde 1972) y su promulgación, la situación había cambiado considerablemente como consecuencia de la crisis económica. No obstante, esta reforma avanzó en las líneas de su antecesora intentado humanizar la ordenación urbanística y conciliar a la ciudad con su entorno, al dotarla de más espacios libres; asimismo procuró que el suelo urbano que se generase fuese de calidad, al dotarlo de todos los servicios necesarios; insistió en la corrección de la indisciplina urbanística al agravar el régimen sancionador existente; e intentó atajar la especulación urbanística al procurar la reducción de los precios del suelo, que, en última instancia, repercutían en los de la vivienda.

			Por todo lo anterior, en menos de un año se hizo imprescindible dictar un nuevo texto que refundiese ambas normas, promulgándose el Real Decreto 1.346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (TRLS76 en adelante), que mitigó parte de los problemas revelados por sus antecesoras y que ha sido la norma urbanística vigente en nuestro país hasta la reforma de urbanística de los años noventa, junto con sus tres reglamentos de desarrollo: el Reglamento de Planeamiento, aprobado por Real Decreto 2.159/1978, de 23 de junio, el Reglamento de Gestión Urbanística, aprobado por Real Decreto 3.288/1978, de 25 de agosto, y el Reglamento de Disciplina Urbanística, aprobado por Real Decreto 2.187/1978, de 23 de junio, continuando todos vigentes en la actualidad como derecho supletorio del de las Comunidades Autónomas.

			Justo después de estas normas se dicta la Constitución Española de 1978 (CE en adelante), cuyo artículo 33.2 afirma que el derecho de propiedad estará delimitado por su función social, de acuerdo con las leyes, mientras que su artículo 47 dispone que todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada y que corresponde a los poderes públicos promover las condiciones necesarias y establecer las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación, señalando además que la comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos. Deben destacarse asimismo el artículo 45, relativo al derecho de todos a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo, correspondiendo a los poderes públicos el velar por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva; y el artículo 46, que establece que los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del Patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. No debe olvidarse además que la Constitución parte de una nueva organización territorial del Estado en su Título VIII, por ello, su artículo 148.1.3, establece la posibilidad de asunción de competencias por parte de las Comunidades Autónomas en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, lo que determinaría el surgimiento de un nuevo contexto jurídico-urbanístico a partir de ese momento.

			Por ello, la Ley 8/1990, de 25 de julio, de Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo, y su subsiguiente Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, elaboradas al margen de las Comunidades Autónomas, provocaron que, por Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, se declarara la inconstitucionalidad de todos los preceptos que vulneraran la competencia autonómica en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, lo que devolvió al Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 1976 su vigencia, ahora como derecho supletorio.

			Reducidas, pues, esencialmente las competencias estatales en la materia a lo relativo a las condiciones básicas del ejercicio del derecho de propiedad (art. 149.1.1.ª CE), a la ordenación de los registros e instrumentos públicos (art. 149.1.8.ª CE), y a la legislación sobre expropiación forzosa, y, por ende, al régimen de valoraciones del suelo, así como a la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública (art. 149.1.18.ª CE), en este nuevo contexto se dicta la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones (LRSV98 en adelante) normativa de corte liberalizador cuyo propósito era servir de referencia para el nuevo sistema legislativo urbanístico que deberían dictar las Comunidades Autónomas, siendo, no obstante ignorada por gran parte de éstas a la hora de emprender su tarea legisladora. Finalmente, casi diez años después, se dictaría la Ley 8/2007, de 28 de mayo, del Suelo (LS2007 en adelante), refundida sólo un año más tarde en el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo (TRLS2008 en adelante), y nuevamente refundida en 2015 mediante el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLS2015 en adelante) (última actualización publicada el 6 de octubre de 2021), actual norma estatal de referencia en la materia, junto con el Real Decreto 1.492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Valoraciones de la Ley de Suelo (última actualización publicada el 3 de febrero de 2022). A ellas se unen como normativa estatal supletoria el Texto Refundido de 1976 y los tres Reglamentos de 1978.

			Trasladado, por consiguiente, el protagonismo del Derecho urbanístico en nuestro país a las Comunidades Autónomas, éstas se han decantado por construir sus legislaciones urbanísticas de manera semejante a los clásicos cimientos instaurados, fundamentalmente desde 1976, por la normativa urbanística estatal a la que sustituyen. En la Comunidad Autónoma de Andalucía la normativa urbanística de cabecera ha sido la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (LOUA en adelante), derogada expresamente por la nueva ley de cabecera andaluza, la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía (LISTA en adelante), y, junto a ella, se han dictado otras normas de trascendencia en la materia, tales como el Decreto 60/2010, de 16 marzo, que aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía (última actualización publicada el 13 de julio de 2012); la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, también derogada expresamente por la LISTA; la Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo (última actualización publicada el 17 de diciembre de 2021); el Decreto 129/2006, 27 de junio, que aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía; y el Decreto 36/2014, de 11 de febrero, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo.

			
2. RÉGIMEN JURÍDICO DE LA PROPIEDAD DEL SUELO


			A) Las clases de suelo


			Tradicionalmente la legislación urbanística ha clasificado el suelo diferenciando tres clases: suelo urbano, suelo no urbanizable y suelo urbanizable, sin embargo, a diferencia de las anteriores leyes urbanísticas, el TRLS2015, en línea con sus antecesoras la LS2007 y el TRLS2008, no clasifica el suelo estableciendo distintas clases, sino que únicamente se limita a distinguir en su artículo 21 las dos situaciones básicas en las que todo suelo se encuentra, en situación de suelo rural o en situación de suelo urbanizado, según si ha sido o no objeto de transformación.

			No obstante, estas dos situaciones de suelo a las que se refiere el TRLS2015, coinciden en esencia, con las tres clases de suelo que establece la clasificación tradicional, y que asimismo era utilizada por la antigua LOUA (arts. 44 a 47), pero que cambian en la actual legislación urbanística andaluza, toda vez que la LISTA recoge en su artículo 12 solamente dos clases de suelo: suelo urbano y suelo rústico.

			Antes de entrar pues en el análisis de las clases de suelo, interesa en este momento diferenciar la clasificación del suelo de la calificación del suelo, a efectos de evitar posibles confusiones. La clasificación del suelo es la división del territorio que será objeto del planeamiento en distintas clases a las que se aplica un régimen urbanístico diferente establecido por la legislación y por el propio planeamiento urbanístico (ya se ha adelantado que existen distintas clases de suelo) La calificación del suelo es un concepto distinto que proviene de la técnica decimonónica de la zonificación o zoning, y que consiste en asignar determinados usos, tipologías o intensidades edificatorias a áreas concretas del suelo, pudiendo ser calificado de diversas formas, como, por ejemplo, uso residencial, uso industrial, uso comercial, uso educativo; usos lucrativos —como puede ser una zona residencial— y usos no lucrativos —como pueden ser las zonas verdes—; usos globales y usos pormenorizados, etc.

			Tras estas precisiones, procede pues entrar ya en el análisis de las distintas clases de suelo.

			
a) El suelo urbano

			En el actual TRLS2015 la situación de suelo urbanizado es sustancialmente coincidente con la tradicional concepción del suelo urbano, que puede, por tanto ser definido, de acuerdo con el artículo 21.3 TRLS2015, como «el que, estando legalmente integrado en una malla urbana conformada por una red de viales, dotaciones y parcelas propia del núcleo o asentamiento de población del que forme parte, cumpla alguna de las siguientes condiciones: a) Haber sido urbanizado en ejecución del correspondiente instrumento de ordenación. b) Tener instaladas y operativas, conforme a lo establecido en la legislación urbanística aplicable, las infraestructuras y los servicios necesarios, mediante su conexión en red, para satisfacer la demanda de los usos y edificaciones existentes o previstos por la ordenación urbanística o poder llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión con las instalaciones preexistentes. El hecho de que el suelo sea colindante con carreteras de circunvalación o con vías de comunicación interurbanas no comportará, por sí mismo, su consideración como suelo urbanizado. c) Estar ocupado por la edificación, en el porcentaje de los espacios aptos para ella que determine la legislación de ordenación territorial o urbanística, según la ordenación propuesta por el instrumento de planificación correspondiente».

			También se encuentra en la situación de suelo urbanizado, conforme al artículo 21.4 TRLS2015, el incluido en los núcleos rurales tradicionales legalmente asentados en el medio rural, siempre que la legislación de ordenación territorial y urbanística les atribuya la condición de suelo urbano o asimilada y cuando, de conformidad con ella, cuenten con las dotaciones, infraestructuras y servicios requeridos al efecto.

			La diferencia con la anterior definición de suelo urbano que establecía la LRSV98 es que además de considerar suelo urbano a todo aquel que se encontraba transformado por contar, como mínimo, con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica, también consideraba como tal al que se encontraba consolidado por la edificación en la forma y con las características establecidas por la legislación urbanística [art. 8.a)], que generalmente consideraba consolidado por la edificación a aquel suelo edificado en las dos terceras partes de su superficie. Mientras que el TRLS2015 se refiere al suelo urbanizado como el integrado en una malla urbana conformada por una red de viales, dotaciones y parcelas del núcleo de población y que conste con las infraestructuras y los servicios necesarios, mediante su conexión en red, precisando que el hecho de que el suelo sea colindante con carreteras de circunvalación o con vías de comunicación interurbanas no comportará, por sí mismo, su consideración como suelo urbanizado [art. 21.3.b)]; y caracteriza al suelo urbanizado consolidado por la edificación por estar ocupado por la edificación, en el porcentaje de los espacios aptos para ella que determine la legislación de ordenación territorial o urbanística, según la ordenación propuesta por el instrumento de planificación correspondiente [art. 21.3.c)].

			Además, añadía la LRSV98 como suelo urbano evidentemente a los terrenos que en ejecución del planeamiento hubiesen sido urbanizados de acuerdo con el mismo [art. 8.b)], en términos similares al TR2015, que se refiere expresamente como suelo urbanizado al que haya sido urbanizado en ejecución del correspondiente instrumento de ordenación [art. 21.3.a)].

			Por su parte, incorpora la norma de 2015, como también hacía su antecesora de 2008, que, también se encuentra en la situación de suelo urbanizado el incluido en los núcleos rurales tradicionales legalmente asentados en el medio rural, siempre que la legislación de ordenación territorial y urbanística les atribuya la condición de suelo urbano o asimilada y cuando, de conformidad con ella, cuenten con las dotaciones, infraestructuras y servicios requeridos al efecto (art. 21.4), ciertamente con la intención de considerar como suelo urbano el suelo que reúna estas condiciones en los núcleos rurales.

			La LISTA opta, sin embargo, por una concepción novedosa y que a un tiempo contemporiza con la tradicional de la LRSV98 y la LOUA, y la del TRLS2015, disponiendo en su artículo 13 que conforman el suelo urbano:

			1. Los terrenos que, estando integrados en la malla urbana constituida por una red de viales, dotaciones y parcelas propias del núcleo o asentamiento de población del que forme parte, cumplan alguna de las siguientes condiciones:

			a) Haber sido urbanizados en ejecución de los instrumentos de ordenación urbanística o territorial y de conformidad con sus determinaciones, desde el momento en que se produzca la recepción de las obras de urbanización conforme a esta Ley y a sus normas de desarrollo.

			b) Estar transformados urbanísticamente por contar con acceso rodado por vía urbana y conexión en red con los servicios básicos de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía eléctrica.

			c) Estar ocupados por la edificación, al menos, en las dos terceras partes del espacio apto para ello, de acuerdo con el ámbito que el instrumento de ordenación urbanística general establezca.

			2. También forman parte del suelo urbano los núcleos rurales tradicionales legalmente asentados en el medio rural que sirven de soporte a un asentamiento de población singularizado, identificable y diferenciado, siempre que cuenten con acceso rodado y con las infraestructuras y servicios básicos que se determinen reglamentariamente.

			3. A los efectos de esta Ley, tendrán la condición de solar las parcelas de suelo urbano dotadas de las infraestructuras y servicios que determine la ordenación urbanística y, como mínimo, las siguientes:

			a) Acceso por vías urbanas pavimentadas, salvo que el instrumento de ordenación establezca lo contrario.

			b) Alumbrado público en la vía a que dé frente la parcela, salvo que se encuentren en espacios privados.

			c) Servicio urbano de suministro de agua potable, evacuación de aguas residuales y energía eléctrica con capacidad suficiente para el uso previsto.

			4. La condición de solar se extingue:

			a) Por la inadecuación sobrevenida de su urbanización.

			b) Por su integración en actuaciones de transformación urbanística.

			
b) El suelo rústico

			Tradicionalmente, desde la Ley del Suelo de 1956, el suelo no urbanizable (o rústico) se consideraba una categoría residual de suelo, es decir, que todo el suelo que no fuese ni urbano ni urbanizable sería no urbanizable, sin embargo, la LRSV98 modificó este criterio y la categoría residual de suelo pasó a ser la del suelo urbanizable, esto es, todo el suelo que no fuese ni urbano ni no urbanizable sería el urbanizable. La razón fundamental de este cambio de criterio era reducir el margen de discrecionalidad del planificador a la hora de clasificar el suelo no urbanizable a efectos de preservarlo del proceso de desarrollo urbano.

			El TRLS2015 dispone en su artículo 21.2.a) que está en situación de suelo rural «el suelo preservado por la ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la urbanización, que deberá incluir, como mínimo, los terrenos excluidos de dicha transformación por la legislación de protección o policía del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos concurrentes, incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquéllos con riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros accidentes graves, y cuantos otros prevea la legislación de ordenación territorial o urbanística». Precepto coincidente con lo que el artículo 9.1 y 2 LRSV98 consideraba como suelo no urbanizable.

			Por su parte, la LISTA aporta una definición más pormenorizada y detallada de suelo rústico, en parte coincidente con la categorización que hacía el párrafo 2 del artículo 46 LOUA, y que considera como tal en su artículo 14 a los terrenos que se deban incluir en alguna o algunas de las siguientes categorías:

			a) Suelo rústico especialmente protegido por legislación sectorial. Este suelo incluye los terrenos que tengan establecido en la legislación reguladora de los dominios públicos, de protección del medio ambiente, de la naturaleza o del patrimonio histórico, u otras análogas, y previa aprobación de los actos o disposiciones necesarios para su delimitación o identificación cuando así se contemple en dicha legislación, un régimen jurídico sobre los usos del suelo que demande para su integridad y efectividad su clasificación como suelo rústico.

			b) Suelo rústico preservado por la existencia acreditada de procesos naturales o actividades antrópicas susceptibles de generar riesgos, lo que hace incompatible su transformación mediante la urbanización mientras subsistan dichos procesos o actividades.

			c) Suelo rústico preservado por la ordenación territorial o urbanística, que incluye los terrenos cuya transformación mediante la urbanización se considere, por los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, incompatible con la consecución de los fines y objetivos establecidos en dichos instrumentos por razones de sostenibilidad, protección de los recursos culturales, racionalidad y viabilidad, o por los valores en ellos concurrentes: ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales, paisajísticos, y aquellos que deban ser reservados para usos de interés general, atendiendo a las características y condiciones del municipio.

			d) Suelo rústico común, que incluye el resto del suelo rústico del término municipal.

			Respecto a lo que la LOUA llamaba Suelo no urbanizable del Hábitat Rural Diseminado, recogido en su artículo 46.2, la LISTA establece en su artículo 14.2 de forma más pormenorizada que «Se identificarán como hábitat rural diseminado existente los terrenos que constituyen el ámbito territorial sobre el que se ubica un conjunto de edificaciones sin estructura urbana y ligadas en su origen a la actividad agropecuaria y del medio rural, que poseen características propias que deben preservarse y que pueden demandar algunas infraestructuras, dotaciones o servicios comunes para cuya ejecución no se precise una actuación urbanizadora».

			Vemos pues como en el suelo rústico la LISTA establece la categoría de especialmente protegido para aquellos terrenos que requieren de tal condición por aplicación de la legislación y planificación sectorial. En general, la cláusula de «práctica de irreversibilidad» que establece la legislación estatal debe quedar reducida, en su aplicación, a aquellos terrenos cuyos valores aconsejen una protección permanente. Por eso, la Ley incluye como suelos preservados, y no como protegidos, aquellos que el propio planeamiento territorial o urbanístico, atendiendo a sus valores o circunstancias, considera necesario preservar temporalmente de su transformación y los que presentan riesgos ciertos mientras estos subsistan. Por último, se regula el suelo rústico común, sus usos y actividades.

			
c) El suelo urbanizable

			Considerado, como ya se ha señalado, como la categoría residual de suelo por la LRSV98, el suelo urbanizable no está contemplado como tal por el TRLS2015, que sólo reconoce dos situaciones básicas para el suelo, rural y urbanizado. No obstante, esta norma no se olvida de esta clase de suelo, que es en el que, al fin y al cabo, se desarrolla toda la acción urbanística. Por eso en su artículo 21.2.b) recuerda que hay un suelo que, aunque esté en situación de rural, recorrerá un camino hasta pasar a la situación de urbanizado, tras someterse a los procesos de transformación urbanística, concretamente se refiere al «suelo para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, hasta que termine la correspondiente actuación de urbanización».

			Al igual que el TRLS2015, la LISTA tampoco recoge este tipo de suelo de manera expresa, y a diferencia de la LOUA, que sí recogía esta clase de suelo en su artículo 47 (distinguía tres categorías: suelo urbanizable ordenado, suelo urbanizable sectorizado y suelo urbanizable no sectorizado).

			En definitiva, la finalidad de la LISTA es establecer una nueva regulación mucho más sencilla y ajustada a la realidad sobre las distintas clases, categorías y situaciones en las que pueden encontrarse los terrenos, por ello, se distinguen sólo las dos clases de suelo, suelo rústico y suelo urbano, desapareciendo el suelo urbanizable y la categorización del suelo urbano como consolidado y no consolidado (que sí estaban en la LOUA, art. 45.2), y se revisan las categorías del suelo rústico dentro del marco de la legislación estatal básica.

			B) Derechos y deberes de los propietarios del suelo según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana


			Una vez estudiadas las distintas clases de suelo, procede analizar el contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo, esto es, los derechos y los deberes de los propietarios del suelo.

			
a) Derechos o facultades de los propietarios del suelo

			Como el TRLS2015 no establece una clasificación del suelo, sino que distingue dos situaciones básicas en las que todo suelo se encuentra, en situación de suelo rural o en situación de suelo urbanizado, los derechos y los deberes de los propietarios los diferencia en función de estas situaciones de suelo, tras distinguir entre derechos o facultades respecto del suelo rural (art. 13) y respecto del suelo urbanizado (art. 14), y deberes y cargas también respecto del suelo rural o vacante de edificación (art. 16) y respecto del suelo urbanizado (art. 17), partiendo de que todas las facultades de los propietarios del suelo alcanzarán al vuelo y al subsuelo solamente hasta donde determinen los instrumentos de ordenación urbanística, de conformidad con las leyes aplicables y con las limitaciones y servidumbres que requiera la protección del dominio público (art. 12.2).

			El contenido del derecho de la propiedad del suelo comprende, según el artículo 12.1 TRLS2015, las facultades de uso, disfrute y explotación del mismo conforme al estado, clasificación, características objetivas y destino que tenga en cada momento, de acuerdo con la legislación en materia de ordenación territorial y urbanística aplicable por razón de las características y situación del bien. Comprende asimismo la facultad de disposición, siempre que su ejercicio no infrinja el régimen de formación de fincas y parcelas y de relación entre ellas establecido en el artículo 26.

			Los derechos de los propietarios del suelo en situación rural a que se refiere el artículo 21.2.a) TRLS2015 (terrenos excluidos de transformación mediante la urbanización por la legislación de protección o policía del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio cultural; los que deban estar protegidos por sus valores, incluidos los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos; y aquéllos con riesgos naturales o tecnológicos, de inundación, de accidentes graves y demás previstos por la legislación de ordenación territorial o urbanística), incluyen los de usar, disfrutar y disponer de los terrenos de conformidad con su naturaleza, debiendo dedicarse —dentro de los límites que dispongan las leyes y la ordenación territorial y urbanística— al uso agrícola, ganadero, forestal, cinegético o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos naturales (art. 13.1).

			No obstante, la utilización de los terrenos con valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, científicos y paisajísticos protegidos por la legislación aplicable, quedará siempre sometida a la preservación de dichos valores, y únicamente podrá comprender los actos de alteración del estado natural de los terrenos expresamente autorizados por dicha legislación (art. 13.1).

			Pero con carácter excepcional podrá legitimarse la realización de actos y usos específicos de interés público o social, que contribuyan a la ordenación y el desarrollo rurales, o que hayan de emplazarse en el medio rural (art. 13.1 in fine).

			Por su parte, los derechos de los propietarios del suelo en situación rural a que se refiere el artículo 21.2.b) TRLS2015 (aquel para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado), incluyen los siguientes:

			a) El derecho de consulta a las Administraciones competentes, sobre los criterios y previsiones de la ordenación urbanística, de los planes y proyectos sectoriales, y de las obras que habrán de realizar para asegurar la conexión de la urbanización con las redes generales de servicios y, en su caso, las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la actuación.

			La legislación sobre ordenación territorial y urbanística fijará el plazo máximo de contestación de la consulta, que no podrá exceder de tres meses, salvo que una norma con rango de ley establezca uno mayor, así como los efectos que se sigan de ella. En todo caso, la alteración de los criterios y las previsiones facilitados en la contestación —dentro del plazo en el que ésta surta efectos— podrá dar derecho a la indemnización de los gastos en que se haya incurrido por la elaboración de proyectos necesarios que resulten inútiles, en los términos del régimen general de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

			b) El derecho de elaborar y presentar el instrumento de ordenación que corresponda, cuando la Administración no se haya reservado la iniciativa pública de la ordenación y ejecución.

			c) El derecho a participar en la ejecución de las actuaciones de nueva urbanización (que suponen el paso de un ámbito de suelo de la situación de suelo rural a la situación de suelo urbanizado), en un régimen de equitativa distribución de los beneficios y las cargas entre todos los propietarios afectados en proporción a su aportación.

			No obstante, para ejercer esta facultad o para ratificarse en ella —si la hubiera ejercido antes—, el propietario dispondrá del plazo que fije la legislación sobre ordenación territorial y urbanística, que no podrá ser inferior a un mes ni contarse desde un momento anterior a aquel en que pueda conocer el alcance de las cargas de la actuación y los criterios de su distribución entre los afectados.

			d) La realización de usos y obras de carácter provisional que se autoricen por no estar expresamente prohibidos por la legislación territorial y urbanística, o la sectorial y sean compatibles con la ordenación urbanística. Sin embargo, estos usos y obras deberán cesar y, en todo caso, ser demolidas las obras, cuando así lo acuerde la Administración urbanística, y sin derecho a indemnización alguna.

			Pero la eficacia de las autorizaciones correspondientes —bajo las condiciones expresamente aceptadas por sus destinatarios— quedará supeditada a su constancia en el Registro de la Propiedad de conformidad con la legislación hipotecaria.

			Debiendo precisarse que el arrendamiento y el derecho de superficie de los terrenos a que se refiere este apartado, o de las construcciones provisionales que se levanten en ellos, estarán excluidos del régimen especial de arrendamientos rústicos y urbanos, y, en todo caso, finalizarán automáticamente con la orden de la Administración urbanística acordando la demolición o el desalojo para ejecutar los proyectos de urbanización. En estos supuestos no existirá derecho de realojamiento ni de retorno.

			e) El derecho de usar, disfrutar y disponer de los terrenos de conformidad con su naturaleza a que se refiere el artículo 13.1 TRLS2015, siempre que el ejercicio de estas facultades sea compatible con la previsión ya contenida en el instrumento de ordenación territorial y urbanística en relación con su paso a la situación de suelo urbanizado.

			No obstante todo lo referido en relación al suelo en situación rural, sólo podrá alterarse la delimitación de los espacios naturales protegidos o de los espacios incluidos en la Red Natura 2000, reduciendo su superficie total o excluyendo terrenos de los mismos, cuando así lo justifiquen los cambios provocados en ellos por su evolución natural, científicamente demostrada. Dicha alteración deberá someterse a información pública, que en el caso de la Red Natura 2000 se hará de forma previa a la remisión de la propuesta de descatalogación a la Comisión Europea y la aceptación por ésta de tal descatalogación.

			Los derechos de los propietarios del suelo en situación de urbanizado incluyen, además de los establecidos en las letras a), b) y d) antes referidas, los siguientes:

			a) Completar la urbanización de los terrenos para que cumplan los requisitos y condiciones establecidos para su edificación. Este derecho podrá ejercitarse individualmente o con los propietarios del ámbito cuando los terrenos estén sujetos a una actuación de carácter conjunto, en la forma que disponga la legislación aplicable.

			b) Edificar sobre una unidad apta para ello en los plazos establecidos en la normativa aplicable y realizar las actuaciones necesarias para mantener la edificación en un buen estado de conservación en todo momento.

			c) Participar en la ejecución de actuaciones de reforma o renovación de la urbanización, o de dotación en un régimen de justa distribución de beneficios y cargas, cuando proceda, o de distribución, entre todos los afectados, de los costes derivados de la ejecución y de los beneficios imputables a la misma, incluyendo entre ellos las ayudas públicas y todos los que permitan generar algún tipo de ingreso vinculado a la operación.

			d) Obtener, en su caso, la conformidad o autorización administrativas correspondientes para realizar cualesquiera de las actuaciones sobre el medio urbano, lo que determinará la afección real directa e inmediata, por determinación legal, de las fincas constitutivas de elementos privativos de regímenes de propiedad horizontal o de complejo inmobiliario privado, cualquiera que sea su propietario, al cumplimiento del deber de costear las obras. La afección real se hará constar mediante nota marginal en el Registro de la Propiedad, con constancia expresa de su carácter de garantía real y con el mismo régimen de preferencia y prioridad establecido para la afección real al pago de cuotas de urbanización en las actuaciones de transformación urbanística.

			
b) Deberes y cargas de los propietarios del suelo

			Conforme al artículo 15 TRLS2015, el derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y edificaciones, comprende con carácter general, cualquiera que sea la situación en que se encuentren, los siguientes deberes:

			a) Dedicarlos a usos que sean compatibles con la ordenación territorial y urbanística.

			b) Conservarlos en las condiciones legales de seguridad, salubridad, accesibilidad universal, ornato y las demás que exijan las leyes para servir de soporte a dichos usos.

			c) Realizar las obras adicionales que la Administración ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, hasta donde alcance el deber legal de conservación. En este último caso, las obras podrán consistir en la adecuación a todas o alguna de las exigencias básicas establecidas en el Código Técnico de la Edificación, debiendo fijar la Administración de manera motivada el nivel de calidad que deba ser alcanzado para cada una de ellas.

			El deber legal de conservación constituye el límite de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios. Cuando se supere dicho límite, correrán a cargo de los fondos de la Administración que ordene las obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés general.

			El límite de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios en cumplimiento del deber legal de conservación de las edificaciones se establece en la mitad del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta, equivalente al original, en relación con las características constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio.

			La Administración competente podrá imponer, en cualquier momento, la realización de obras para el cumplimiento del deber legal de conservación, de conformidad con lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicables. El acto firme de aprobación de la orden administrativa de ejecución que corresponda, determinará la afección real directa e inmediata, por determinación legal, del inmueble, al cumplimiento de la obligación del deber de conservación. Dicha afección real se hará constar, mediante nota marginal, en el Registro de la Propiedad, con referencia expresa a su carácter de garantía real y con el mismo régimen de preferencia y prioridad establecido para la afección real, al pago de cargas de urbanización en las actuaciones de transformación urbanística.

			Conforme a lo dispuesto en la normativa aplicable, en los casos de inejecución injustificada de las obras ordenadas, dentro del plazo conferido al efecto, se procederá a su realización subsidiaria por la Administración Pública competente, sustituyendo ésta al titular o titulares del inmueble o inmuebles y asumiendo la facultad de edificar o de rehabilitarlos con cargo a aquéllos, o a la aplicación de cualesquiera otras fórmulas de reacción administrativa a elección de ésta. En tales supuestos, el límite máximo del deber de conservación podrá elevarse, si así lo dispone la legislación autonómica, hasta el 75 por 100 del coste de reposición de la construcción o el edificio correspondiente. Cuando el propietario incumpla lo acordado por la Administración, una vez dictada resolución declaratoria del incumplimiento y acordada la aplicación del régimen correspondiente, la Administración actuante remitirá al Registro de la Propiedad certificación del acto o actos correspondientes para su constancia por nota al margen de la última inscripción de dominio.

			Además de los deberes y cargas de los propietarios del suelo que, con carácter general, acaban de referirse, cuando el suelo esté en situación de rural, o esté vacante de edificación, se añaden los siguientes deberes y cargas:

			a) El deber de conservarlo supone costear y ejecutar las obras necesarias para mantener los terrenos y su masa vegetal en condiciones de evitar riesgos de erosión, incendio, inundación, así como daños o perjuicios a terceros o al interés general, incluidos los medioambientales; garantizar la seguridad o salud públicas; prevenir la contaminación del suelo, el agua o el aire y las inmisiones contaminantes indebidas en otros bienes y, en su caso, recuperarlos de ellas en los términos dispuestos por su legislación específica; y asegurar el establecimiento y funcionamiento de los servicios derivados de los usos y las actividades que se desarrollen en el suelo. El cumplimiento de este deber no eximirá de las normas adicionales de protección que establezca la legislación aplicable.

			b) Cuando el suelo en situación rural no esté sometido al régimen de una actuación de urbanización, el propietario tendrá, además de lo previsto en el apartado anterior, el deber de satisfacer las prestaciones patrimoniales que establezca, en su caso, la legislación sobre ordenación territorial y urbanística, para legitimar los usos privados del suelo no vinculados a su explotación primaria, así como el de costear y, en su caso, ejecutar las infraestructuras de conexión de las instalaciones y construcciones autorizables, con las redes generales de servicios y entregarlas a la Administración competente para su incorporación al dominio público, cuando deban formar parte del mismo.

			En este suelo quedan prohibidas las parcelaciones urbanísticas, sin que, puedan efectuarse divisiones, segregaciones o fraccionamientos de cualquier tipo en contra de lo dispuesto en la legislación agraria, forestal o de similar naturaleza.

			c) Cuando el suelo en situación rural esté sometido al régimen de una actuación de transformación urbanística, el propietario deberá asumir, como carga real, la participación en los deberes legales de la promoción de la actuación, en un régimen de equitativa distribución de beneficios y cargas, así como permitir ocupar los bienes necesarios para la realización de las obras, en su caso, al responsable de ejecutar la actuación, en los términos de la legislación sobre ordenación territorial y urbanística.

			Finalmente, cuando el suelo esté en situación de urbanizado se añaden los siguientes deberes y cargas:

			a) El deber de uso en este suelo supone los deberes de completar la urbanización de los terrenos con los requisitos y condiciones establecidos para su edificación y el deber de edificar en los plazos establecidos en la normativa aplicable, cuando así se prevea por la ordenación urbanística y en las condiciones por ella establecidas.

			b) Cuando la Administración imponga la realización de actuaciones sobre el medio urbano, el propietario tendrá el deber de participar en su ejecución en el régimen de distribución de beneficios y cargas que corresponda, en los términos establecidos en el artículo 14.1.c).

			c) En particular, cuando se trate de edificaciones, el deber legal de conservación comprende, además de los deberes de carácter general exigibles de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, la realización de los trabajos y las obras necesarios para:

			a’) Satisfacer, con carácter general, los requisitos básicos de la edificación establecidos en el artículo 3.1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación (relativos a la funcionalidad, a la seguridad y a la habitabilidad).

			b’) Adaptar y actualizar sus instalaciones a las normas legales que, para la edificación existente, les sean explícitamente exigibles en cada momento.

			d) El deber legal de conservación, que constituirá el límite de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios cuando la Administración las ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio urbano, se establece en la mitad del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta, equivalente al original, en relación con las características constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio. Cuando se supere dicho límite, las obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés general correrán a cargo de los fondos de la Administración que haya impuesto su realización.

			e) La realización de las actuaciones sobre el medio urbano corresponde, además de a aquellos sujetos a los que la legislación de ordenación territorial y urbanística atribuya dicha obligación, a los siguientes:

			a’) Los propietarios y los titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la proporción acordada en el correspondiente contrato o negocio jurídico que legitime la ocupación. En ausencia de éste, o cuando el contrato no contenga cláusula alguna relativa a la citada proporción, corresponderá a éstos o a aquéllos, en función de si las obras tienen o no el carácter de reparaciones menores motivadas por el uso diario de la vivienda, sus instalaciones y servicios. La determinación se realizará de acuerdo con la normativa reguladora de la relación contractual y, en su caso, con las proporciones que figuren en el Registro de la Propiedad, relativas al bien y a sus elementos anexos de uso privativo.

			b’) Las comunidades de propietarios y, en su caso, las agrupaciones de comunidades de propietarios, así como las cooperativas de viviendas, con respecto a los elementos comunes de la construcción, el edificio o complejo inmobiliario en régimen de propiedad horizontal y de los condominios, sin perjuicio del deber de los propietarios de las fincas o elementos separados de uso privativo de contribuir, en los términos de los estatutos de la comunidad o agrupación de comunidades o de la cooperativa, a los gastos en que incurran estas últimas.

			c’) Las Administraciones Públicas, cuando afecten a elementos propios de la urbanización y no exista el deber legal para los propietarios de asumir su coste, o cuando éstas financien parte de la operación con fondos públicos, en los supuestos de ejecución subsidiaria, a costa de los obligados.

			C) Derechos y deberes de los propietarios del suelo según la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía


			Por su parte, la LISTA delimita el contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo en su artículo 15.1, que dispone que «La clasificación, categoría y las restantes determinaciones de ordenación territorial y urbanística del suelo vinculan los terrenos y las construcciones, edificaciones y equipamientos a los correspondientes destinos y usos, y definen su función social, delimitando el contenido del derecho de propiedad».

			Añade que la previsión de edificabilidad por la ordenación territorial y urbanística, por sí misma, no se integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo. Por ello, la patrimonialización de la edificabilidad se produce únicamente con su realización efectiva y está condicionada en todo caso al cumplimiento de los deberes y el levantamiento de las cargas propias del régimen que corresponda, en los términos dispuestos en esta Ley, de conformidad con la normativa básica estatal (art. 15.2).

			Y respecto al uso urbanístico del subsuelo establece la LISTA que se acomodará a las previsiones de los instrumentos de ordenación y a las leyes aplicables, con las limitaciones y servidumbres que requiera la protección del dominio público y la implantación de infraestructuras y servicios técnicos, así como a la preservación del patrimonio arqueológico, quedando en todo caso su aprovechamiento subordinado a las exigencias del interés público (art. 15.3).

			Partiendo de ello establece unos derechos y unos deberes generales de los propietarios del suelo en sus artículos 16 y 17 respectivamente, agrupándolos no por clases de suelo sino según se trate de derechos o de deberes, para pasar posteriormente a regular específicamente los derechos y deberes de la propiedad del suelo urbano y los derechos y deberes de la propiedad del suelo rústico (arts. 18 y 19 respectivamente). Son pues los siguientes:

			
a) Derechos generales de los propietarios del suelo

			Forman pues parte del contenido urbanístico de la propiedad del suelo los siguientes derechos:

			A) El derecho de disposición, uso, disfrute y explotación sostenible, conforme a la clasificación y el destino que tenga en cada momento, de conformidad con la legislación que le sea aplicable y, en particular, con la ordenación territorial y urbanística.

			B) Las facultades de la propiedad del suelo alcanzan al vuelo y al subsuelo hasta donde determinen los instrumentos de ordenación que se regulan en la LISTA, y con las limitaciones y servidumbres que requiera la protección del dominio público.

			C) También forman parte del contenido urbanístico de la propiedad del suelo el derecho a participar y, en su caso, a promover las actuaciones de transformación urbanística, en la forma establecida en la LISTA.

			
b) Deberes generales de los propietarios del suelo

			Forman parte del contenido urbanístico de la propiedad del suelo los siguientes deberes:

			A) Conservar y mantener el suelo y, en su caso, su masa vegetal, así como cuantos valores en él concurran, en las condiciones requeridas por la ordenación territorial y urbanística y la legislación específica que le sea de aplicación.

			B) Destinar los terrenos, construcciones y edificaciones al uso previsto por la ordenación territorial y urbanística y cumplir con el deber legal de conservación en los términos establecidos en la LISTA.

			C) Solicitar y obtener las autorizaciones administrativas preceptivas o, en su caso, formular la declaración responsable o comunicación que sean exigibles, con carácter previo a cualquier acto o uso del suelo.

			D) Realizar las obras adicionales que la Administración ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, hasta donde alcance el deber legal de conservación.

			El cumplimiento de estos deberes es condición para el legítimo ejercicio de las facultades y derechos, sin que puedan entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades que contravengan las determinaciones de la ordenación territorial o urbanística.

			
c) Derechos y deberes de los propietarios del suelo urbano

			El contenido urbanístico de la propiedad en suelo urbano comprende los siguientes derechos:

			A) Materializar, mediante la edificación y una vez el suelo tenga la condición de solar, el aprovechamiento que corresponda a los terrenos.

			B) Destinar las edificaciones realizadas a los usos autorizados por la Administración, de acuerdo a lo establecido en el instrumento de ordenación y en la legislación sectorial de aplicación, desarrollando en ellas las actividades previstas.

			C) Participar y, en su caso, promover las actuaciones de transformación urbanística en esta clase de suelo.

			Forman parte del contenido urbanístico de la propiedad en suelo urbano los siguientes deberes:

			A) Ejecutar, en su caso, la urbanización complementaria a la edificación necesaria para que los terrenos alcancen o recuperen la condición de solar.

			B) Realizar la edificación en las condiciones y plazos fijados por la ordenación urbanística, una vez que el suelo tenga la condición de solar.

			C) Conservar la edificación para que mantenga las condiciones requeridas para su ocupación y, en su caso, rehabilitarla para que las adquiera.

			D) Participar o solicitar la expropiación en las actuaciones de transformación urbanística que se promuevan por iniciativa pública.

			E) Participar en la ejecución urbanística en el régimen de distribución de beneficios y cargas cuando la Administración imponga la realización de actuaciones sobre el medio urbano, de conformidad con lo dispuesto en la normativa básica estatal.

			
d) Derechos y deberes de los propietarios del suelo rústico

			El contenido urbanístico de la propiedad en suelo rústico comprende los derechos de disposición, uso, disfrute y explotación de los terrenos, lo que incluye los actos precisos para el desarrollo:

			A) De los usos ordinarios que, de conformidad con lo dispuesto en la LISTA, no se encuentren prohibidos por la ordenación territorial y urbanística, quedando sujetos a las limitaciones y requisitos impuestos por la legislación y planificación aplicables por razón de la materia.

			B) De los usos extraordinarios que, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley, pudieran autorizarse en esta clase de suelo.

			C) También comprende el derecho a participar en las actuaciones de transformación urbanística en los términos establecidos en la LISTA, sus normas de desarrollo, así como en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística.

			D) En los suelos rústicos especialmente protegidos y en los suelos rústicos preservados, los derechos reconocidos en el artículo 19.1 quedarán sometidos a la defensa y mantenimiento de los valores, fines y objetivos que motivaron su protección o preservación conforme al régimen que se establezca en la legislación y ordenación sectorial, territorial y urbanística correspondiente. Las determinaciones de los Planes de Ordenación de Recursos Naturales prevalecerán sobre el resto de instrumentos de ordenación conforme a la legislación básica estatal.

			Por su parte, el contenido urbanístico de la propiedad en suelo rústico comprende los siguientes deberes:

			A) Conservar el suelo, en los términos legalmente establecidos, debiendo dedicarlo a los usos ordinarios de esta clase de suelo o, en su caso, a los usos extraordinarios que pudieran autorizarse, contribuyendo al mantenimiento de las condiciones ambientales y paisajísticas del territorio y a la conservación de las edificaciones existentes conforme a su régimen jurídico, para evitar riesgos y daños o perjuicios a terceras personas o al interés general.

			B) Solicitar las licencias, presentar las declaraciones responsables o comunicaciones previas y, en su caso, las autorizaciones previas, tanto para los usos ordinarios como para los usos extraordinarios, así como para todo acto de segregación o división, de conformidad con lo establecido en la LISTA y en la correspondiente legislación sectorial, y cumplir con el régimen correspondiente a dichas autorizaciones.

			C) Los inherentes a las actuaciones de transformación urbanística en suelo rústico común, cuando sean procedentes, de conformidad con lo establecido en la LISTA y en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística.

			D) Cuando el suelo rural no esté sometido al régimen de una actuación de urbanización, el propietario tendrá, además de lo previsto en los apartados anteriores, el deber de satisfacer las prestaciones patrimoniales establecidas en la LISTA para legitimar los usos privados extraordinarios, así como el de costear y, en su caso, ejecutar las infraestructuras de conexión de las instalaciones y construcciones autorizables con las redes generales de servicios y entregarlas a la Administración competente para su incorporación al dominio público, cuando deban formar parte del mismo.

			E) Cuando el suelo rústico común se incluya en una actuación de transformación urbanística, el propietario deberá asumir, como carga real, la participación en los deberes legales de la promoción de la actuación en un régimen de equitativa distribución de beneficios y cargas, así como permitir ocupar los bienes necesarios para la realización de las obras, en su caso, al responsable de ejecutar la actuación, en los términos establecidos en la LISTA y en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística.

			
IV. MATERIAL DIDÁCTICO

			
1. PREGUNTAS CLAVE


			1. Concepto de Urbanismo.

			2. Concepto de Derecho urbanístico.

			3. Urbanismo y Ordenación del territorio.

			4. Evolución del Derecho urbanístico en España.

			5. Las clases de suelo.

			6. El suelo urbano.

			7. Suelo urbanizado.

			8. Suelo rural.

			9. Suelo rústico.

			10. Suelo no urbanizable.

			11. Suelo urbanizable.

			12. Derechos o facultades de los propietarios del suelo según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

			13. Deberes y cargas de los propietarios del suelo según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

			14. Derechos y deberes generales de los propietarios del suelo según la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía.

			15. Deberes y deberes de los propietarios de suelo urbano y de suelo rústico según la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía.

			
2. TEST DE AUTOEVALUACIÓN


			1. El Urbanismo es una técnica encaminada a proyectar la ordenación y el desarrollo de las ciudades y de distribución de los espacios públicos y privados y de los usos o actividades que en ellos pueden desarrollarse.

			• Verdadero

			• Falso

			2. Urbanismo y Ordenación del territorio son conceptos sinónimos.

			• Verdadero

			• Falso

			3. El Derecho Urbanístico se entiende como función pública, toda vez que, tanto en sus fases de ordenación de la ciudad, como de ejecución de esa ordenación y de control de la legalidad urbanística, se concibe como una potestad de las Administraciones Públicas y no como una actividad exclusivamente privada y libre de la intervención de los poderes públicos.

			• Verdadero

			• Falso

			4. La CE atribuye al Estado las competencias exclusivas en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

			• Verdadero

			• Falso

			5. La calificación del suelo es un concepto distinto de la clasificación y consiste en asignar determinados usos, tipologías o intensidades edificatorias a áreas concretas del suelo.

			• Verdadero

			• Falso

			6. Las situaciones básicas en que todo suelo se encuentra según el TRLS2015 son:

			a) Suelo urbano y suelo no urbanizable.

			b) Suelo urbano, suelo no urbanizable y suelo urbanizable.

			c) Suelo rural y suelo urbanizado.

			7. Las clases de suelo según la LISTA son:

			a) Suelo urbano y suelo no urbanizable.

			b) Suelo urbano, suelo no urbanizable y suelo urbanizable.

			c) Suelo urbano y suelo rústico.

			8. La LISTA distingue a su vez:

			a) Solamente distingue en el suelo urbano, el suelo urbano consolidado y el suelo urbano no consolidado.

			b) No hace distinciones dentro de las clases de suelo.

			c) Suelo urbano, y en el suelo rústico: especialmente protegido por legislación sectorial, preservado por la existencia acreditada de procesos naturales o actividades antrópicas susceptibles de generar riesgos, preservado por la ordenación territorial o urbanística y suelo rústico común.

			9. El contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo comporta, según la LISTA, los siguientes derechos generales para los propietarios:

			a) Exclusivamente usar y disfrutar del suelo conforme a su naturaleza.

			b) Únicamente participar en la urbanización y edificar el suelo.

			c) El derecho de disposición, uso, disfrute y explotación sostenible, conforme a la clasificación y el destino que tenga en cada momento, de conformidad con la legislación que le sea aplicable y, en particular, con la ordenación territorial y urbanística, así como el derecho a participar y, en su caso, a promover las actuaciones de transformación urbanística.

			10. El contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo comporta, según la LISTA, los siguientes deberes generales para los propietarios:

			a) Solamente tienen el deber de destinar el suelo al uso previsto y el de conservación y realización de trabajos de mejora y rehabilitación.

			b) Únicamente tienen el deber de conservación en condiciones de seguridad, salubridad, accesibilidad y ornato legalmente exigibles.

			c) Conservar y mantener el suelo y, en su caso, su masa vegetal, así como cuantos valores concurran en él, destinar los terrenos, construcciones y edificaciones al uso previsto por la ordenación territorial y urbanística y cumplir con el deber legal de conservación, solicitar y obtener las autorizaciones administrativas preceptivas, y realizar las obras adicionales que la Administración ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano.

			
3. BIBLIOGRAFÍA ESPECÍFICA
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			Hinojosa Martínez, E.: «La Ley del Suelo de 2007, su habilitación competencial y su incidencia sobre la legislación de la Comunidad Autónoma de Andalucía», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 241, 2008.

			Menéndez Rexach, A.: «La incidencia de la tipología suelo urbanizado-suelo rústico de la Ley 8/2007 sobre la clasificación de suelo establecida por las leyes autonómicas. Incidencia sobre el régimen jurídico del suelo urbano, urbanizable y no urbanizable», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 237, 2007.

			— «La clasificación del suelo en la Ley de 1956: precedentes y secuelas», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 225, 2006.

			Pareja Lozano, C.: «La evolución del derecho urbanístico en el suelo rústico o no urbanizable», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 225, 2006.

			Perales Madueño, F.: «Evolución del régimen urbanístico del suelo desde la Ley de 12 de mayo de 1956 hasta la Ley 6/1998», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 225, 2006.

			Porto Rey, E.: «El suelo rústico en las leyes del suelo», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 225, 2006.

			Ramírez Sánchez, J. M.ª: «Del urbanismo de excepción al urbanismo sostenible, una respuesta a la crisis económica», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 256, 2010.

			Vaquer Caballería, M.: «Cincuenta años de la Ley del Suelo», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 225, 2006.

			Yáñez Velasco, I.: «El pensamiento urbanístico único. La zonificación», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 241, 2008.

			Zamorano Wisnes, J.: «Notas para el debate sobre el urbanismo español y, en particular, andaluz», Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente, n.º 272, 2012.

			
4. NORMATIVA DE REFERENCIA


			— Constitución Española de 1978 (BOE n.º 311, de 29 de diciembre de 1978).

			— Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (BOE n.º 261, de 31 de octubre de 2015).

			— Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía (BOE n.º 303, de 20 de diciembre de 2021).

			— Real Decreto 1.346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (BOE n.º 144, de 16 de junio de 1976).

			— Real Decreto 2.159/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento (BOE n.º 221, de 15 de septiembre de 1978).

			— Real Decreto 3.288/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión Urbanística (BOE n.º 27, de 31 de enero de 1979).

			— Real Decreto 2.187/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística (BOE n.º 223, de 18 de septiembre de 1978).

			— Real Decreto 1.492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Valoraciones de la Ley de Suelo (BOE n.º 270, de 9 de noviembre de 2011).

			— Decreto 60/2010, de 16 de marzo, que aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA n.º 66, de 7 de abril de 2010).

			— Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo (BOE n.º 300, de 16 de diciembre de 2005 y BOJA n.º 227, de 21 de noviembre de 2005).

			— Decreto 129/2006, de 27 de junio, que aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (BOJA n.º 136, de 17 de julio de 2006).

			— Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, por el que se adapta el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía a las Resoluciones aprobadas por el Parlamento de Andalucía en sesión celebrada los días 25 y 26 de octubre de 2006 y se acuerda su publicación (BOJA n.º 250, de 29 de diciembre de 2006).

			— Decreto 36/2014, de 11 de febrero, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo (BOJA n.º 35, de 20 de febrero de 2014).

			
5. ENLACES DE UTILIDAD


			1. Sumario Histórico de la Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente: http://www.rdu.es/app/webroot/sumarios/RDU_NACIONAL/

			2. Planeamiento Urbanístico: https://www.google.com/search?q=planeamiento+urbanistico+gobierno+de+espa%C3%B1a&oq=planeamiento+urbanistico+gobierno+de+espa%C3%B1a&aqs=chrome..69i57.9192j0j15&sourceid=chrome&ie=UTF-8

			3. Urbanismo y política de suelo: file:///C:/Users/Pc/Downloads/75947-Texto%20del%20art%C3%ADculo-243531-2-10-20191115%20(2).pdf/

			4. Legislación Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía: https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=60&modo=2&nota=0&tab=2

			5. Plan General de Ordenación Urbana de Granada: https://www.granada.org/inet/wpgo.nsf/xinicio

			6. Noticias Jurídicas. Base de datos de Derecho Administrativo: https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/index.html

			
V. ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS

			Actividad 1: Trabajo de campo. Dada la importancia de las distintas clases de suelo, se plantea este trabajo de campo con los siguientes objetivos:

			a) Analizar las distintas clases de suelo.

			b) Comprender las situaciones básicas de suelo rural y suelo urbanizado.

			c) Comprender y diferenciar el suelo urbano y el suelo rústico.

			d) Entender y diferenciar el suelo urbano, el suelo no urbanizable y el suelo urbanizable.

			e) Establecer las similitudes y coincidencias entre ellos.

			Los alumnos tendrán que responder a estos objetivos con un trabajo individual de campo consistente en tomar fotografías de zonas representativas de las distintas clases de suelo de su ciudad o pueblo y ubicar dichas zonas en el Plan General de Ordenación Urbanística o, en su caso, en las Normas Subsidiarias de Planeamiento vigente en su ciudad o pueblo. Deberán distinguir cuándo se trata de suelo urbano, suelo no urbanizable y suelo urbanizable, establecer cuándo se encuentra en las situaciones básicas de suelo rural y suelo urbanizado y cuándo es suelo urbano y suelo rústico. Deberán descubrir alguna construcción ilegal en suelo rústico. El trabajo se completará acompañando propuestas originales de actuación para las distintas clases de suelo. Los trabajos se expondrán en clase y posteriormente se entregarán al profesor.

			Enlaces de interés para la realización de esta actividad son:

			— Planeamiento Urbanístico: https://www.google.com/search?q=planeamiento+urbanistico+gobierno+de+espa%C3%B1a&oq=planeamiento+urbanistico+gobierno+de+espa%C3%B1a&aqs=chrome..69i57.9192j0j15&sourceid=chrome&ie=UTF-8

			— Legislación Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía: https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=60&modo=2&nota=0&tab=2

			— Plan General de Ordenación Urbana de Granada: https://www.granada.org/inet/wpgo.nsf/xinicio

			Actividad 2: Debate. Los alumnos prepararán en grupos de cinco una breve exposición sobre la evolución del Derecho urbanístico en España y se debatirá en clase acerca de los avances y retrocesos que consideren que ha experimentado la legislación urbanística en su más de medio siglo de historia y acerca de su plasmación en la realidad práctica. Son de interés para prepararse el debate la bibliografía citada y los siguientes enlaces:

			— Sumarios de la Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente del año 2006: https://dialnet.unirioja.es/revista/1150/A/2006

			— Sumarios de la Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente del año 2007: https://dialnet.unirioja.es/revista/1150/A/2007

			—Sumario Histórico de la Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente: https://www.rdu.es/app/webroot/sumarios/RDU-NACIONAL/

			— El Parlamento Europeo critica con dureza el urbanismo español: https://www.elmundo.es/elmundo/2009/02/11/suvivienda/1234349316.html

			— La Eurocámara pide congelar los fondos a España si no acaba con los abusos urbanísticos: https://elpais.com/elpais/2009/03/26/actualidad/1238059024_850215.html

			— Especial del Programa Callejeros «En tu casa y en la mía»: https://www.cuatro.com/callejeros/Especial-Callejeros-casa_0_490350001.html

			— Especulación inmobiliaria: https://www.youtube.com/watch?v=IBkCn2xVhBg

			Actividad 3: Trabajo teórico. Los alumnos prepararán un trabajo teórico de profundización en el estudio del contenido urbanístico del derecho de propiedad del suelo, esto es, en los derechos y deberes de los propietarios del suelo en el TRLS2015 y en la LISTA. Los trabajos se entregarán al profesor.

			Enlaces de interés para la realización de este trabajo son:

			— Clasificación del suelo en el TRLS2015: http://www.guiasjuridicas.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAMtMSbF1jTAAAUNDCxMztbLUouLM_DxbIwMDCwNzAwuQQGZapUt-ckhlQaptWmJOcSoAP4lP6 DUAAAA=WKE

			— Régimen urbanístico del derecho de propiedad del suelo: https://www.iberley.es/temas/regimen-urbanistico-derecho-propiedad-suelo-62081

			— Derechos y deberes de los propietarios del suelo en Andalucía: https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-20916
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